Radicado No.  66001 31 87 004 2010 17425 01
Sentenciado: Diana Yaneth Toro Hoyos
Delito: Homicidio agravado, secuestro simple y otros

Asunto: Apelación auto revocatoria permiso de 72 horas

Decisión: Confirma auto confutado 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

	Radicación No.:                      
	66001 31 87 004 2010 17425 01

	Procedente:
	Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y medidas de Seguridad de Pereira

	Contra:  
	Diana Yaneth Toro Hoyos

	Delito:  
	Homicidio agravado en concurso con secuestro simple y otros 

	Decisión:
	Confirma auto opugnado


TEMAS:
PERMISO 72 HORAS / CONDENADO POR JUSTICIA ESPECIALIZADA / REQUISITO: HABER DESCONTADO 70% DE LA PENA / NO VULNERA PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD / VALIDEZ DE DEJAR SIN EFECTO UNA DECISIÓN ILEGAL.

¿Fue correcta la decisión del Juzgado A quo de revocar el permiso administrativo de 72 horas que le fuera reconocido a la condenada el 7 de junio de 2017, por cuanto en esa oportunidad por un error se omitió revisar que la sentenciada se cumpliera con los requisitos exigidos por el # 5º del art. 147 de la Ley 65 de 1993?

… el permiso administrativo de hasta 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 de la ley 65 de 1993, el cual en su texto original establecía, en el numeral 5º, como uno de los requisitos para su procedencia, el  ‘no estar condenado por delitos de competencia de la justicia especializada’. No obstante, tal disposición fue modificada por el artículo 29 de la Ley 504 de 1999, que consagró que para conceder el mismo era necesario para el condenado por la justicia especializada, el ‘Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados’.
En ese orden, es claro, que como los hechos por los que fue condenada la señora TORO HOYOS, tuvieron ocurrencia en el mes de mayo del año 2009, la norma aplicable no es otra distinta a la anteriormente transcrita, que contempla la posibilidad para los condenados por delitos de competencia de la justicia especializada, para acceder al permiso administrativo de hasta 72 horas, siempre y cuando, hubiesen descontando el 70% de la pena impuesta.
Finalmente, la Sala quiere dejar en claro que es acertada la decisión tomada por el Juzgado A quo en el sentido de invalidar el contenido de una providencia que se había proferido en el pasado por ser esta manifiestamente ilegal, en atención a que es un hecho cierto que no se cumplían con los requisitos para que la condenada se hiciera favorecedora del beneficio que le fue reconocido…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.jpg]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Pereira, veintitrés (23) de octubre de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 11:00 a.m.

Aprobado Acta Nº: 0943.
ASUNTO: 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Defensora de la condenada DIANA YANETH TORO HOYOS en contra de las decisiones adoptadas por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad en las que le revocó el permiso administrativo de 72 horas que le había sido concedido por ese mismo Despacho mediante auto interlocutorio del 7 de junio de 2017.
ANTECEDENTES PROCESALES:
Mediante sentencia del 18 de mayo de 2010, la señora TORO HOYOS fue condenada por parte del Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, hoy 1º Penal Especializado, a la pena principal de 20 años de prisión por haber incurrido en los delitos de homicidio agravado en concurso con secuestro simple, tortura y hurto agravado.
El centro de reclusión remitió documentación el 2 de junio de 2017, solicitando que a la condenada de marras se le concediera el beneficio administrativo de permanecer hasta por 72 horas por fuera de ese establecimiento; una vez revisada la misma, el entonces Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, decidió, por medio de auto interlocutorio del 7 de junio de 2017, otorgar el permiso pedido.

Posteriormente, en el mes de septiembre de 2018 cuando la actual titular de ese Juzgado se encontraba revisando otra solicitud deprecada dentro del mismo proceso, se percató de que su antecesor al momento de concederle el mencionado permiso a la Procesada había dejado de lado el análisis del cumplimiento del requisito establecido en el numeral 5º del art. 147 de la Ley 65 de 1993, para acceder a tal beneficio, exigencia que establece que para aquellos condenados por la justicia especializada, se debe verificar el cumplimiento del 70% de la pena y no de una tercera parte como se exige para los demás delitos. Dado lo anterior, decidió la A quo revocar el auto dictado el 7 de junio de 2017 y con ello el beneficio que se había otorgado a la reo. 
Una vez notificadas de la decisión de instancia, tanto la encausada como su Defensora interpusieron sendos recursos de apelación, la primera de ellas, dejando la nota al lado de su firma al momento de que se le notificó el auto en el centro de reclusión, sin sustentar su inconformidad; la abogada defensora por su parte, allegó de manera oportuna memorial sustentando las razones por las cuales no está de acuerdo con tal determinación. 
Así las cosas, manifestó que no compartía lo aducido por la falladora, porque en otros casos similares se ha omitido la exigencia de tal requisito, entre ellos, cita lo decidido por este Tribunal en decisión del 21 de mayo de 2010, donde fuera ponente el Dr. Jorge Arturo Castaño Duque, de lo que se infiere que esa exigencia de lo establecido en el # 5º del art. 147 de la Ley 65 del 93 no debe ser aplicado debido a dos razones: i) el ámbito temporal de aplicación de la Ley 509 de 1999, debido a que esta en su artículo  49
 consagraba la temporalidad de esa norma como de 8 años, tiempo que transcurrió sin que el Congreso de la República le hiciera revisión, ajuste o prorroga, lo que implica que el requisito del cumplimiento del 70% de la pena impuesta perdió su validez, incluso antes de la ocurrencia de los hechos por los que fuera condenada la acá procesada, lo que implica que el permiso concedido en tal sentido en el año 2017 fue correctamente otorgado; y ii) con la exigencia del requisito en mención se vulnera el principio de progresividad de la sanción penal debido a que no tiene lógica que para acceder a un beneficio tan restringido como el permiso de las 72 horas sea más exigente el requisito de tiempo descontando requerido –cumplimiento del 70 % de la condena- que el exigido para la libertad provisional –cumplimiento del 60% de la sanción- cuando este derecho al ser liberatorio es muchísimo más amplio que aquel. 
Con base en todo lo anterior, solicitó la apelante que se revocara la decisión de instancia y en consecuencia se revoque la decisión de instancia para que su defendida pueda seguir disfrutando del permiso administrativo. 

La señora DIANA YANETH TORO HOYOS fue llamada por el Despacho de instancia para que diera a conocer las razones por las cuáles no estaba de acuerdo con lo decidido, manifestando frente a ello, que consideraba que con esa decisión de revocatoria de su permiso de 72 horas, se vulneraba el derecho a la igualdad, en primer lugar porque al momento de los hechos por los que se le condenó no estaba vigente la Ley 1709/14 y además conoce el caso de otras compañeras suyas de reclusión que fueron condenadas con posterioridad a ella, y a quienes se les ha concedido ese beneficio a pesar de estar condenadas también por delitos de la justicia especializada.
La representante del Ministerio Público en su calidad de no recurrente allegó también escrito, en el que solicitó que se confirme la decisión de instancia, ya que después de analizados lo obrante dentro del expediente, es claro que existió un error al momento de concederle el permiso a la señor DIANA YANETH por cuanto en su caso no se cumplían con la totalidad de los requisitos establecidos en la norma para ello. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
- Competencia: 

De acuerdo con lo estipulado en el artículo 33, numeral 6º del C.P.P. esta Corporación es competente para resolver los recursos de apelación impetrados por la señora TORO HOYOS y su representante judicial contra la decisión adoptada por la Juez Cuarta de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira de revocar el beneficio administrativo de 72 horas por fuera del penal que se le había concedido a la sentenciada mediante auto del 7 de junio de 2017.

- Problema jurídico: 

Conforme a los puntos objetos del disenso se le presenta a esta Sala de decisión el siguiente problema jurídico:

¿Fue correcta la decisión del Juzgado A quo de revocar el permiso administrativo de 72 horas que le fuera reconocido a la condenada el 7 de junio de 2017, por cuanto en esa oportunidad por un error se omitió revisar que la sentenciada se cumpliera con los requisitos exigidos por el # 5º del art. 147 de la Ley 65 de 1993?
- Solución:
Para dilucidar el tema acá propuesto, es importante empezar por recordar que efectivamente el permiso administrativo de hasta 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 de la ley 65 de 1993, el cual en su texto original establecía, en el numeral 5º, como uno de los requisitos para su procedencia, el  ‘no estar condenado por delitos de competencia de la justicia especializada’. No obstante, tal disposición fue modificada por el artículo 29 de la Ley 504 de 1999, que consagró que para conceder el mismo era necesario para el condenado por la justicia especializada, el ‘Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados’.
En ese orden, es claro, que como los hechos por los que fue condenada la señora TORO HOYOS, tuvieron ocurrencia en el mes de mayo del año 2009, la norma aplicable no es otra distinta a la anteriormente transcrita, que contempla la posibilidad para los condenados por delitos de competencia de la justicia especializada, para acceder al permiso administrativo de hasta 72 horas, siempre y cuando, hubiesen descontando el 70% de la pena impuesta.

Claro lo anterior y a fin de poder dar respuesta a las razones de disenso presentadas por la Defensora de la condenada, es menester empezar por señalar, respecto al tema de la vigencia de la Ley 504 de 1999, que frente a ese tema nuestra máxima autoridad constitucional hizo pronunciamiento mediante la sentencia C-387-15 de 24 de junio de 2015, en la que si bien es cierto se declaró INHIBIDA de fallar sobre este numeral por ineptitud de la demanda, igual de cierto es que la Corte decidió hacer aclaraciones respecto a la vigencia de esa norma, indicando:
“...) aunque existe controversia en torno a la vigencia de la norma demandada, se constató que la Corte Suprema de Justicia en algunas sentencias de tutela ha entendido que la modificación introducida al artículo 147 numeral 5º del Código Penitenciario en virtud de lo dispuesto por el artículo 29 de la Ley 504 de 1999 mantiene su vigencia, comoquiera que el artículo 46 de la Ley 1142 de 2007 amplió con carácter indefinido las normas incluidas en el capítulo IV Transitorio de la Ley 600 de 2000, es decir, las que regulan la justicia penal especializada. En atención a esta interpretación, la norma demandada continúa produciendo efectos lo que, en principio, habilita este Tribunal para pronunciarse sobre su constitucionalidad.”

Ello aunado a que dicho requisito objetivo exigido por el legislador en tratándose de condenados por delitos de competencia de la justicia especializada, tiene plena vigencia, dado que a las normas contenidas en el Capítulo IV Transitorio de La Ley 504 de 1999, que regulaban lo concerniente a la justicia especializada, prácticamente se les confirió un carácter indefinido mediante el artículo 46 de la Ley # 1.142 de 2007, que subrogó el artículo 21 transitorio de la Ley 600 de 2.000, el cual es del siguiente tenor:
“Las normas incluidas en este capítulo tendrán vigencia hasta que terminen los procesos iniciados por hechos ocurridos en vigencia de esta ley. Las normas de la Ley 600 de 2000, que se opongan a lo dispuesto en este capítulo, quedan suspendidas durante la vigencia del mismo….”.

Así lo ha venido reiterando la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, cuando sobre el tema, ha sostenido:

‘En esta oportunidad los despachos judiciales demandados negaron la petición del actor por considerar que no se verificaba el requisito objetivo, esto eso, no haber cumplido el 70 por ciento de la pena impuesta.

Esa determinación no resulta desproporcionada ni arbitraria porque se ciñe a lo dispuesto en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993, con la modificación introducida por el 29 de la Ley 504 de 1999.

No obstante, el peticionario considera que la normativa de la Ley 504 de 1999 no puede ser aplicada porque perdió vigencia.

Al respecto se reiterará lo expuesto por esta misma Sala al resolver una situación similar:

‘...inadvierte el actor que tal como con acierto lo hizo ver el Tribunal y la Sala de Casación Penal de esta Corporación lo definió en Sala de Decisión de Tutelas, el precepto en discusión conserva su vigencia como quiera que el artículo 46 de la Ley 1142 de 2007 amplió con carácter indefinido las normas incluidas en el capítulo IV Transitorio de la Ley 600 de 2000, es decir, las que regulan la justicia penal especializada.

En ese orden, es claro, entonces, que para las autoridades judiciales accionadas se imponía la aplicación del numeral 5º del artículo 147 de la Ley 63 de 1993 con la modificación introducida por el artículo 29 de la Ley 504 de 1999 y la correspondiente verificación de los presupuestos normativos allí exigidos, ejercicio que en el caso concreto arrojó resultados desfavorables a las pretensiones del sentenciado e impidió la concesión del beneficio reclamado por cuanto se insiste, el demandante fue juzgado por la justicia especializada y no ha descontado el 70% de la pena impuesta.”
Es más, a lo anterior se le debe aunar que los condicionamientos que las leyes #504 de 1999; # 600 de 2.000 y # 1.142 de 2007 le otorgaron a la vigencia de la justicia especializada, prácticamente fueron derogados a partir de la promulgación de la ley 906 de 2.004, en la cual se le dio un carácter indeterminado e indefinido a la misma.  
Con base en lo dicho hasta el momento, es claro que el numeral 5° de la norma en cita que señala como presupuesto para acceder al aludido permiso que el sentenciado que ha sido condenado por la justicia especializada, debe: “Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, (…)”, se encuentra vigente y por ende debe ser verificado su cumplimiento por parte del juez de ejecución de penas, a fin de acceder o no la solicitud del permiso administrativo deprecado.  
Así las cosas, es claro que el referido permiso se estableció como un beneficio para los sentenciados que cumplan con los requisitos señalados en la norma tantas veces mencionada, sin que con relación a su aplicación pueda señalarse vulneración alguna de los derechos de los sentenciados.

Claro lo anterior, y teniendo en cuenta el segundo argumento esgrimido por la abogada recurrente, es necesario recordarle a la libelista que si bien es cierto nuestro ordenamiento jurídico se habla del principio de progresividad, en el entendido de que por medio de este el Estado se compromete a avanzar en cuanto a sus normas con el fin de hacer que estas sean, en la medida de lo posible, lo menos restrictivas de los derechos de los habitantes del territorio nacional, al tiempo que se debe garantizar la no regresividad en las normas, para disminuir o desconocer derechos adquiridos por los asociados. 
En ese orden de cosas, no es viable hablar de una regresividad de la norma en el presente asunto, por exigírsele a la condenada el cumplimiento del 70% de la pena impuesta para acceder al beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal, teniendo en cuenta que ella fue condenada por la justicia penal especializada, ya que como se pudo constatar al inició de la solución al problema jurídico propuesto, la reforma introducida al numeral 5º del art. 147 la Ley 65 de 1993 por el art. 29 de Ley 504 de 1999, resulto ser más benéfica para los condenados por cuanto el canon anterior, establecía que a quienes eran condenados por la justicia penal especializada les estaba vetado ese beneficio, de tal suerte, lo que se tiene en la actualidad no es una norma que regresiva, sino que por el contrario se está aplicando la que estando vigente favorece los intereses del sentenciado. 

Por otro lado, en cuanto a que no tiene lógica que para acceder a un permiso administrativo se hagan más exigencias al procesado que para acceder a la libertad condicional, resulta importante señalar que ese tema es del resorte del legislador primario que diseñó la norma de tal forma y que hasta la fecha la mantiene de esa manera con la anuencia de los órganos de cierre tanto en lo penal como en lo constitucional; además, se debe tener en cuenta que el permiso administrativo de hasta 72 horas dentro de las exigencias establecidas en el art. 147 de la ley 65 de 1993, no establece que se hagan análisis de orden subjetivo para su procedencia, bastando entonces para acceder a él, que al momento de su solicitud se cumplan los requisitos objetivos contenidos en la norma, en cambio, la libertad condicional establecida en el art. 64 del C.P. exige la verificación de situaciones de orden subjetivo como por ejemplo el análisis del desempeño y comportamiento del penado durante el tiempo que lleva de reclusión, así como la verificación del arraigo y la reparación a la víctima del injusto penal. 
Lo anterior, permite concluir válidamente que para acceder a la libertad condicional el penado debe cumplir una serie de requisitos de orden subjetivo que van mucho más allá que el simple cumplimiento de un determinado tiempo de la pena, mientras que para el permiso de 72 horas, no existen exigencias de esa clase, haciéndose entonces indispensable que se cumpla el requisito del porcentaje de la pena que se le impusiera. 
Finalmente en lo que tiene que ver con los argumentos esbozados por la señora TORO HOYOS, encuentra la Sala que ella no entendió las razones por las cuáles se le revocó el permiso administrativo que venía disfrutando desde el mes de junio del año 2017, pues en su argumentación da a entender que considera que la revocatoria se hizo en aplicación a las prohibiciones que fueran introducidas al art. 68A del C.P. por la Ley 1709 de 2014, por ello se le aclara que tanto en la decisión adoptada por el Juzgado A quo como en el análisis que ha hecho este fallador, en ningún momento se ha tomado en consideración esa norma, y que el estudio del caso concreto se ha limitado única y exclusivamente al tema del requisito objetivo que para acceder al permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal, deben cumplir quienes han sido condenados por delitos de competencia de los jueces penales especializados, esto es el haber descontado el 70% de la pena impuesta. 
Finalmente, la Sala quiere dejar en claro que es acertada la decisión tomada por el Juzgado A quo en el sentido de invalidar el contenido de una providencia que se había proferido en el pasado por ser esta manifiestamente ilegal, en atención a que es un hecho cierto que no se cumplían con los requisitos para que la condenada se hiciera favorecedora del beneficio que le fue reconocido, debido a que la misma es una consecuencia del principio de “Corrección de actos irregulares”, también conocido como revocatoria directa de actos ilícitos, consagrado en el inciso 5º del artículo 10º C.P.P. el que se constituye como una medida a la cual válidamente puede acudir el Juzgador de instancia con el objeto de enmendar o subsanar las actuaciones irregulares no susceptibles de ser enmendadas mediante la declaratoria de nulidad procesa, o los yerros en los que haya incurrido durante el devenir de una actuación procesal, para de esa forma procurar que las cosas vuelvan a su estado inicial y así las mismas puedan transitar por los cauces normales del debido proceso. 

En suma, lo dicho hasta ahora es suficiente para concluir que estuvo acertada la decisión confutada y en consecuencia la misma debe ser confirmada. 

En mérito de todo lo antes expuesto, Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado 4º  de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en las calendas del 13 de septiembre de 2018, por medio del cual se le revocó a la sentenciada DIANA YANETH TORO HOYOS el permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del centro de reclusión, ello por las razones dadas en la parte motiva de esta decisión.  

SEGUNDO: Devolver la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia. Y declarar que en contra esta decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� ARTICULO 49. Las normas incluidas en la presente ley tendrán una vigencia máxima de ocho (8) años. A mitad de tal período, el Congreso de la República hará una revisión de su funcionamiento y si lo considera necesario, le hará las modificaciones que considere necesarias.
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